
INC 2248/1 

INCIDENTE RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD Y EXTRAORDINARIO 

LOCAL EN AUTOS ALIANZA "FRENTE JUSTICIALISTA" ELECCIONES 

GENERALES 11/05/25 

 

AUTO INTERLOCUTORIO N° 08-TEP-2025 

 

San Luis, veinte de abril de dos mil veinticinco 

AUTOS y VISTOS: Para resolver los planteos formulados en: 

INCIDENTE RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD Y EXTRAORDINARIO 

LOCAL EN AUTOS ALIANZA "FRENTE JUSTICIALISTA" ELECCIONES 

GENERALES 11/05/25 - INC 2248/1; y, 

CONSIDERANDO: 

1) Que, según luce en las actuaciones principales ELE 2248/25, 

la alianza “Frente Justicialista” planteó recurso extraordinario de 

inconstitucionalidad provincial, por arbitrariedad de sentencia, en contra del auto 

interlocutorio N° 04-TEP-2025 de fecha 09/04/2025, en el cual el Tribunal Electoral 

Provincial (TEP) declaró –por mayoría- la inconstitucionalidad parcial del artículo 

18 de la Ley XI-1149-2024, denominada “actualización del sistema electoral”, e 

hizo lugar –también por mayoría- al recuro de apelación presentado por la alianza 

“Ahora San Luis” en el que había cuestionado el interlocutorio de la Juez Electoral 

que había aprobado el logotipo o distintivo presentado por el “Frente Justicialista”, 

consistente en la imagen de una persona que no se encuentra entre los 

candidatos de la alianza. En consecuencia, el TEP ordenó bajar las actuaciones y 

readecuar el proceso, en los términos de la procedencia de la apelación. 

2) Que el “Frente Justicialista” de manera preliminar planteó la 

inconstitucionalidad del art. 22, inc. 4, de la Ley XI-0345-2004 que establece: “El 

Tribunal Electoral es la autoridad superior de la Justicia Electoral de la Provincia, y 

le corresponde (…) 4) Resolver (…) sin recurso alguno, las cuestiones que 

suscite la aplicación de la presente Ley”. 



A los recurrentes les agravia la limitación legal –transcrita y 

enfatizada- que no prevé ni permite la habilitación de la instancia extraordinaria en 

materia electoral, con lo que “…se vedaría la posibilidad de defensa en juicio, 

violándose la garantía del debido proceso”. 

Aseveraron que la sentencia en crisis es arbitraria, carente de 

fundamentación, ya que omite el tratamiento de argumentos planteados por la 

recurrente, por lo que no satisface los estándares mínimos de razonabilidad y 

priva a los interesados de una instancia de revisión superior, lo que afecta el 

debido proceso, el derecho de defensa y el estado democrático. 

En lo medular, afirmaron que se debe interpretar 

restrictivamente la limitación impuesta por el art. 22, inc. 4, de la Ley XI-0345-

2004, ya que conduce a la limitación de los medios de defensa, en violación de lo 

dispuesto por el art. 43 de la Constitución Provincial, del cual el proceso electoral, 

a pesar de su especificidad, no se puede sustraer, sin perjuicio de los derechos 

electorales en función de los tiempos procesales específicos de la reglamentación. 

Invocaron los arts. 16 y 38 de la Constitución Provincial y los 

arts. 16, 18 y 38 de la Constitución Nacional. 

Sobre el punto concluyeron que es deber del TEP declarar la 

inconstitucionalidad del art. 22 inc. 4, de la Ley XI-0345-2004, a fin de garantizar el 

debido proceso, la defensa en juicio y la igualdad de los partidos políticos ante la 

ley, debiendo remover todo obstáculo que impida el ejercicio cabal de estos 

derechos. 

Citaron jurisprudencia. 

3) Fundaron el recurso extraordinario en la causal de 

arbitrariedad de sentencia, de la que dijeron que reviste el carácter de definitiva y 

se aparta del derecho y de la ley vigente, conculcando así las garantías 

constitucionales establecidas en los arts. 1, 3, 16, 18 de la Constitución Nacional y 

en los arts. 1, 11, 15, 16, 38 y 43 de la Carta Magna Provincial. 

Explicaron que el logo o distintivo con la figura del anterior 

gobernador, Alberto Rodríguez Saá, no constituye técnicamente una fotografía. 

Destacaron que dicha imagen distintiva fue cuestionada por la fuerza antagonista 



sin que ésta haya mencionado cuál es la norma que el distintivo viola, y sin que 

haya indicado el perjuicio o interés jurídico que el logo afecta. 

Señalaron que la Ley XI-1149-2024 en ninguna parte del 

articulado prohíbe de modo expreso la imagen, logo o logotipos donde se 

observen personas. En este lineamiento invocaron el artículo 19 de la Constitución 

Nacional en cuanto preceptúa que: “Nadie está obligado a hacer lo que la ley no 

manda ni privado de la que ésta no prohíbe”. 

En réplica al concepto de “abuso del derecho” aludido por el Dr. 

Zavala Rodríguez, citaron la primera parte del art. 10 del Código Civil y Comercial 

–aunque en rigor hayan indicado “C.P.C.C.”- que establece que: “El ejercicio 

regular de un derecho propio o el incumplimiento de una obligación legal, no 

puede constituir como ilícito ningún acto”. 

Sobre el voto del Dr. Flores, dijeron que no menciona qué 

norma fija la restricción de usar la imagen contenida en el logo presentado por el 

frente recurrente. 

Finalmente, en prieta recapitulación, expresaron que el 

interlocutorio en crisis: a) no se sujeta a la ley ni al derecho; b) critica la 

jurisprudencia citada de la CNE, por no ser de aplicación en el proceso electoral 

provincial, punto en el que acusan violación a la autonomía provincial; c) vulnera el 

art. 15 de la Constitución Provincial que establece que “lo que no está prohibido 

por la ley está permitido” (sic); y d) acusa al TEP de incurrir en el venire contra 

factum porque aprobó en elecciones anteriores el uso de fotografías de quienes no 

eran candidatos. 

Como colofón acusó proscripción política, entendida en el caso 

como la prohibición, supresión o exclusión del uso de una figura política destacada 

y representativa de los principios y valores del “Justicialismo”, como la de Alberto 

Rodríguez Saá.  

4) Que corrido traslado, contestó la contraria en actuación de 

fecha 14/04/2025, quien por las razones que expuso, a las que se remite brevitatis 

causae, solicitó que no sea concedido el recurso extraordinario de 

inconstitucionalidad. 



5) Que en fecha 15/04/2025 tomó intervención de ley el 

Procurador General subrogante. 

6) Que, conforme han sido expuestos los planteamientos, 

corresponde en primer lugar dar tratamiento al pedido de inconstitucionalidad del 

inc. 4, del artículo 22 del Código Electoral Provincial, en cuanto establece que, en 

el ámbito provincial y en materia regida por la Ley Electoral, al TEP le corresponde 

“Resolver (…) sin recurso alguno…”, por constituir “la autoridad superior de la 

Justicia Electoral de la Provincia”. 

Que la pretensión de inconstitucionalidad impone recordar que 

la declaración de inconstitucionalidad de una norma, -en ejercicio del control de 

constitucionalidad difuso adoptado en el sistema jurídico argentino, cuya expresión 

amplia es receptada en el art. 210 de la Constitución Provincial, que impone a los 

jueces el deber de verificar, aun de oficio, la constitucionalidad de las normas-, “es 

la más delicada de las funciones que pueden encomendarse a un tribunal de 

justicia por constituir un acto de suma gravedad que debe considerarse como 

última ratio del orden jurídico” CSJN, Fallos: 344:3209, 344:3458 y sus citas, entre 

muchos otros). Frigorífico de Aves Soychu S.A.I.C.F.I.A c/ Mendoza, Provincia de 

s/ acción declarativa de inconstitucionalidad, 22/06/2023. 

Por ello, “La carga de quien propicia la declaración de 

inconstitucionalidad en estos casos es alta: el mero desacuerdo con el contenido 

de una norma o la preferencia por otra regulación posible están fuera del marco 

del control de constitucionalidad”. Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires (TSJ-CABA) (Del voto de la jueza Ana María Conde). 

“Ministerio Público - Asesora General Tutelar de la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires c/ GCBA s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”, expte. n° 5541/07, 

sentencia del 27/4/2009 y (voto conjunto de los jueces José Osvaldo Casás y Ana 

María Conde). “Corporación de Rematadores y Corredores Inmobiliarios – Mutual 

c/ GCBA s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”, expte. nº 5520/07, 

sentencia del 11/11/2008. 

En razón de que “Las leyes sancionadas por las autoridades 

legítimamente elegidas gozan de una presunción de constitucionalidad. La 



declaración judicial de inconstitucionalidad constituye la ultima ratio del sistema de 

pesos y contrapesos establecido por el esquema constitucional de división de 

poderes…”, lo que implica que “La carga de los actores, en casos como estos, es 

pesada: el mero desacuerdo con el contenido de una norma o la preferencia por 

otra regulación posible están fuera del marco del control de constitucionalidad” 

TSJ-CABA (Del voto del juez Julio B. J. Maier). “Colegio de Procuradores de la 

Ciudad de Buenos Aires c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ acción 

declarativa de inconstitucionalidad”, expte. n° 3032/04, sentencia del 18/5/2005. 

Lo que a su vez impone a los jueces sopesar la declaración 

“con suma prudencia y sólo en casos en los que resulte clara la violación de una 

disposición constitucional y no en aquellos supuestos en los que el criterio 

propuesto por el accionante resulte sólo mejor o más conveniente para alcanzar 

los fines contemplados en el máximo nivel normativo. TSJ-CABA (Del voto de la 

jueza Ana María Conde). “Asociación por los Derechos Civiles (A.D.C.) c/ GCBA s/ 

acción declarativa de inconstitucionalidad”, expte. n° 2490/03, sentencia del 

9/6/2004. 

Es que, “…lo que está en juego es la invalidación de una norma 

que, aún en el control difuso de constitucionalidad, constituye una medida de 

extrema gravedad institucional, última ratio del ordenamiento jurídico”. (Del voto 

del juez José Osvaldo Casás). “Corporación Vitivinícola Argentina (COVIAR) c/ 

GCBA s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”, expte. n°14174/17, sentencia 

del 4/8/2017. 

A la luz del marco jurisprudencial expuesto, en contraste con las 

expresiones vertidas en el recurso, se aprecia la carencia argumental de quien 

pretende la declaración de inconstitucionalidad de una norma dictada por el poder 

legislativo provincial, que se presume constitucional y que cuenta en su ratio legis 

con sólidos y atendibles fundamentos que enraízan en la necesidad de poner fin 

perentoriamente a los –múltiples- planteos que pudieren suscitarse durante la 

sustanciación de un proceso electoral estructurado en etapas preclusivas y con 

una fecha final, la de la elección, de cuya observancia pende la regularidad del 

proceso electoral. 



En este sentido, el límite de los recursos de impugnación en un 

proceso electoral participa del mismo fundamento que sustenta la brevedad de los 

plazos electorales para recurrir y para resolver, sobre lo que se ha dicho “que la 

especificidad de las normas electorales viene dada, porque buscan dar certeza y 

poner fin a las disputas mediante la rápida definición de situaciones jurídicas 

conflictivas, por ello, el tratamiento procesal de los asuntos de derecho público 

electoral no es siempre asimilable al que rige el derecho privado, pues la 

perentoriedad e improrrogabilidad de los primeros obedece a que todos ellos 

tienen una fecha límite final, la de la elección”. Cfr. Fallos 3862/07 CNE. 

Además, el o los agravios que pudieren llevar a la declaración 

de inconstitucionalidad de la norma en cuestión, no han sido desarrollados con la 

suficiencia que la medida impetrada requiere. Así, en el acápite dedicado a los 

fundamentos de la inconstitucionalidad se alude al carácter restrictivo con el que 

se debe interpretar la limitación del inc. 4, del art. 22 del Código Electoral, sin que 

ello constituya ni demuestre por sí mismo alguna afectación constitucional.  

Debemos agregar que es el mismo argumento expresado por el 

recurrente el que contradice su pretensión, pues en el hecho de alegar que una 

norma debe ser interpretada restrictivamente se reconoce su vigencia, lo que 

impone con mayor gravedad aún la necesidad de demostrar con toda la claridad 

posible la afectación constitucional que se seguiría de su aplicación en el caso 

concreto. 

En el cumplimiento de dicha carga, la mención de los principios 

constitucionales invocados y que se dicen vulnerados –debido proceso, defensa 

en juicio e igualdad- no bastan por sí solos para estructurar un agravio tendiente al 

apartamiento de una norma del ordenamiento jurídico vigente. En dicha línea la 

CSJN ha dicho que “la alegación de garantías constitucionales no basta para la 

viabilidad del recurso extraordinario, si el agravio del apelante se ha fundado 

directamente en la violación de la ley de derecho común o local y sólo 

indirectamente en el texto constitucional.” (Fallos: 314:678). 

Finalmente, la afectación invocada no parece revestir 

demasiada trascendencia, en la medida que no afecta la participación electoral del 



frente, sino que la disputa se cierne sobre un logo, distintivo o imagen que no ha 

sido utilizado en anteriores contiendas electorales, cuya aptitud para incidir en el 

resultado de la elección es altamente incierto, por lo que es fácil advertir que el 

agravio que pudiere seguirse es meramente hipotético y conjetural, y como tal no 

es admisible ni idóneo para declarar la inconstitucionalidad de un artículo que 

forma parte de un sistema específico, especialmente estructurado para regular el 

proceso electoral. 

La CSJN en aplicación la doctrina elaborada en torno de la 

práctica recursiva ha considerado insuficientes los agravios meramente hipotéticos 

o conjeturales, especialmente cuando se invoca una afectación constitucional 

(Fallos: 300:1282; 346:1070; 345:801; 343:2019; 323:1421; 321:3394; 303:1307; 

289:238; 307:671; 310:418; 305:1391; 332:1118; 327:3532). 

En atención al desarrollo que precede, y por la deficiencia 

técnica en la presentación del agravio constitucional, no se puede hacer lugar a la 

pretensión de inconstitucionalidad, lo que a su vez determina el rechazo del 

recurso extraordinario de inconstitucionalidad local. 

 

Fundamentos del Dr. Horacio Guillermo ZAVALA 

RODRIGUEZ, a mayor abundamiento. 

Que sin perjuicio de adherir a las consideraciones que 

anteceden, al analizar el inicial planteo de inconstitucionalidad del art. 22 inc. 4 de 

la Ley XI-0345-2004, considero que los agravios vertidos y sustentado en una 

enunciación general de las supuestas garantías constitucionales afectadas, 

constituyen un conjunto de argumentos baladíes sin mención clara y concreta de 

las razones jurídicas por las cuales la norma atacada sería contraria a nuestras 

Cartas Magnas Provincial y Nacional. 

Por lo demás es dable advertir que no solo al iniciarse el 

presente proceso y cronograma electoral no se advierte reserva alguna que 

pudiera autorizar al recurrente a acudir a una tercera instancia a fin de que sean 

resguardados sus derechos.  



Asimismo, y en esta inteligencia tampoco surge que se hubiera 

planteado la mentada reserva (inconstitucionalidad del art. 22, inc. 4 del Código 

Electoral Provincial) al contestar los agravios de la apelación primigenia traída a 

estudio a este Tribunal. 

Por lo demás, es también dable advertir (ante la falta de reserva 

constitucional concreta) que tanto la Constitución Nacional como la Constitución 

Provincial y el plexo normativo electoral nacional y provincial, garantizar la doble 

instancia, siendo este el principio rector, como consecuencia de los plazos 

inamovibles del cronograma electoral que al ser de orden público hace ceder 

cualquier pretensión de acudir a una tercera instancia sea en queja o vía recurso 

extraordinario, por cuanto el interés supremo protegido es la elección de 

representantes del pueblo. 

Es claro entonces que el interés individual de un partido y/o 

referente del mismo es inferior y no puede prevalecer sobre el resto de los 

participantes en la justa electoral en marcha. 

 

Fundamentos del Dr. JOSÉ LUIS FLORES: 

Que dejando previamente en claro que el análisis general 

efectuado con mis colegas, es compartido por este Vocal, debo manifestar ciertas 

consideraciones que advierto necesarias en particular y que acompañan mi 

razonamiento jurídico y fundamentan también mi decisión en concordancia con los 

demás miembros del Tribunal. 

Entiendo que se ha analizado claramente la ausencia de 

motivos constitucionales así como su deficiente invocación para sustentar la 

pretendida declaración de inconstitucionalidad citada (art. 22, inc. 4, de la Ley XI-

0345-2004), que veda la vía recursiva extraordinaria en materia electoral. Es que 

como se ha destacado en la emergencia, la vía del recurso extraordinario de 

inconstitucionalidad, no resulta satisfecha con el mero desacuerdo con una 

resolución, ni con argumentaciones genéricas de garantías constitucionales a fin 

de habilitarse una “tercera instancia” en la contienda. Requiere por parte de los 

impetrantes un despliegue extraordinario de razonamientos y argumentación 



jurídica, tal como la magnitud de la “extraordinariedad” de su pretensión recursiva. 

No alcanza con enumeraciones o listados de derechos que se “pretenden como 

vulnerados”, sino, señalar con concreta técnica jurídica, el contenido de esa 

vulneración y la real afectación de una garantía. Si ello no se aborda con esa 

contundencia, la vía intentada debe ser rechazada en su análisis de procedencia. 

No desconoce este Juez que a pesar de la prohibición 

contenida en la noma cuya inconstitucionalidad se pretende, se ha abierto paso en 

la jurisprudencia (Nacional y local) a la aplicación de la extraordinaria vía recursiva 

de inconstitucionalidad. Sin embargo, esa posición que admite la vía recursiva 

extraordinaria en materia electoral, ha sido acompañada de un cerco de prudencia 

y excepcionalidad lo suficientemente estrecho como para que solo ceda en caso 

de agravios constitucionales de tal magnitud y gravedad (de allí agravio) que, 

como se dijo ut supra, queda como obligación suya al recurrente invocar y 

argumentar con suficiencia excepcional, so pena de que prevalezca la clausura 

normativa de dicho recurso extraordinario en atención a la urgencia y 

perentoriedad que lleva incito un proceso electoral como el que se encuentra en 

curso. 

En síntesis, las carencias técnicas del planteo, terminan por 

orientar a este Vocal en la ausencia de razones constitucionales suficientes y 

argumentación jurídica que habiliten el remedio de ultima ratio de la declaración de 

inconstitucionalidad de la norma invocada (art. 22, inc. 4, de la Ley XI-0345-2004.), 

frente a lo insubstancioso del propio recurso extraordinario de inconstitucionalidad, 

pretendido, sellándose así la suerte del mismo. 

Por ello, lo señalado en el argumento general y compartido más 

lo aquí destacado, he de coincidir con los miembros del TEP. 

 

Por lo expuesto, oído el Procurador General subrogante; 

SE RESUELVE: I) Rechazar la inconstitucionalidad del art. 22, 

inc. 4, de la Ley N° XI-0345-2004. 



II) Declarar inadmisible el recurso extraordinario de 

inconstitucionalidad, en virtud de lo establecido en el art. art. 22, inc. 4, de la Ley 

N° XI-0345-2004. 

REGISTRESE Y NOTIFIQUESE.- 

 
La presente actuación se encuentra firmada digitalmente por el Dr. Jorge Alberto Levingston, Dr. Horacio Guillermo Zavala 

Rodríguez y Dr. José Luis Flores, miembros del Tribunal Electoral Provincial. Se deja constancia que la Dra. María Eugenia 

Zabala Chacur se encuentra excusada. 
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